
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN-CAGUAS 
PANEL II 

 
SCOTIABANK DE  

PUERTO RICO 
 

Apelado 
 

v. 
 

HUSKY, INC.; CHRISTIAN 
ELDERLY HOME, INC. 

 
Apelantes 

 

 
 
 
 

 
KLAN201600887 

APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de Caguas  
 
Caso Núm.:  
E CD2014-1330 (801) 

 
Sobre:  
 
COBRO DE DINERO 
Y EJECUCIÓN DE 
HIPOTECA POR LA 
VÍA ORDINARIA 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el  Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 
 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Husky, Inc. y Christian Elderly Home, Inc. nos solicitan la 

revocación de la sentencia notificada el 20 de abril de 2016 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Caguas. Mediante el referido 

dictamen, el foro a quo declaró ha lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte apelada, Scotiabank de Puerto Rico, y, en 

consecuencia, condenó a los apelantes a satisfacer la acreencia 

dineraria. 

 Adelantamos que confirmamos la sentencia apelada.  

 Veamos el tracto procesal del caso ante nuestra consideración. 

I 

 El 14 de noviembre de 2014 Scotiabank of Puerto Rico presentó 

una demanda1 de cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra Husky, 

Inc. y Christian Elderly Home, Inc. La entidad bancaria alegó que es 

sucesora de ciertos activos de RG Premier Bank, los cuales fueron 

adquiridos por intervención del Federal Deposit Insurance Corporation 

                                                 
1
 Apéndice TA3, págs. 10-21.  
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(FDIC), cuando este organismo cerró las operaciones del último. Entre 

dichos activos se encontraba el préstamo número 16000430662 (Credit 

Agreement) que RG Premier Bank concedió a Husky, Inc. el 26 de mayo 

de 2006, a través de su presidente, el señor Edgardo García Rosario, por 

la cantidad de $4,796,200.00.2 La corporación Christian Elderly Home, 

Inc., el señor García Rosario y su esposa, la señora Elba Pérez Ríos, 

fungieron como garantizadores solidarios de la acreencia.3 Esta cuantía 

se avaló mediante siete pagarés hipotecarios que gravaron un inmueble 

en Gurabo4 y otros dos pagarés hipotecarios que afectaron once predios 

en Guayama.5 En esa ocasión, RG Premier Bank, Husky y Christian 

Elederly Home suscribieron sendos instrumentos públicos en los que 

reconocieron la subsistencia de las hipotecas. Luego, el 31 de julio de 

2008, estos contratantes modificaron el préstamo (First Amendement to 

Credit Agreement) para aumentar el principal disponible en $50,000.00 

adicionales,6 extender la fecha de vencimiento al 26 de agosto de 2011 y 

el modo de repago a 35 abonos mensuales de $34,861.90, más intereses, 

y un último pago de $4,615,460.26, más intereses. 

Husky incumplió los términos contractuales así convenidos. El 8 de 

marzo de 2010, RG Premier Bank envió una carta7 al señor García 

Rosario para notificarle el vencimiento de dos préstamos, el contrato núm. 

1600430662, que se describe arriba, y el contrato núm. 1600455503, que 

se refiere a otro préstamo concedido al matrimonio García-Pérez. El 28 

                                                 
2
 El término de repago era de 60 meses.  

3
 La garantía personal, solidaria e ilimitada del matrimonio García-Pérez en el préstamo 
número 1600430662 surge de las determinaciones de hecho tres y cinco de la 
Sentencia en el caso E CD 2012-1092, de la cual tomamos conocimiento judicial. La 
garantía personal de Christian Elderly Home del mismo préstamo se desprende de los 
instrumentos incluidos en el apéndice del recurso y de la determinación de hecho 
número cinco de la Sentencia apelada. 

4
 Finca 1427, Folio 152, Tomo 39 de Gurabo, Registro de la Propiedad Sección II de 
Caguas. El inmueble consta de una parcela de terreno ubicada en el Barrio Rincón de 
Gurabo, Puerto Rico, con una cabida superficial de 2,320.257 metros cuadrados. 
Enclava un edificio en concreto de dos niveles, de 45.75 metros de largo por 15.25 
metros de ancho. 

5
 Finca 9301, Folio 138, Tomo 288; Finca 9302, Folio 144, Tomo 288; Finca 9303, Folio 
150, Tomo 288; Finca 9304, Folio 156, Tomo 288; Finca 9305, Folio 162, Tomo 288; 
Finca 9306, Folio 168, Tomo 288; Finca 9307, Folio 176, Tomo 288; Finca 9308, Folio 
180, Tomo 288; Finca 9294, Folio 93, Tomo 288; Finca 10468, Folio 83, Tomo 315; y 
Finca 10469, Folio 91, Tomo 315; todas del Registro de la Propiedad de Guayama. 

6
 De $4,727,328.60 a $4,777,328.60. 

7
 Apéndice TA10, pág. 107. 
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de abril de 2010, RG Premier Bank envió una segunda misiva8 al señor 

García Rosario para advertirle que, de no satisfacer esas deudas, su caso 

sería referido a los abogados para iniciar el proceso de cobro de dinero, 

conforme lo acordado en el contrato del préstamo número 1600430662. 

El 30 de abril de 2010 Scotiabank, como sucesor y cesionario de RG 

Premier Bank, declaró la obligación líquida, vencida y exigible en su 

totalidad y presentó la demanda que inició este caso.9  

El 17 de febrero de 2015, los apelantes presentaron una moción de 

desestimación al amparo de la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 

infra.10 Argumentaron que la demanda dejaba de exponer una 

reclamación que justificara la concesión de un remedio. Explicaron que la 

cuestión referente a los mismos instrumentos crediticios ya había sido 

planteada y resuelta por el tribunal en el caso Scotiabank de Puerto Rico 

v. Edgardo García Rosario, et al, E CD2012-1092.11 Por consiguiente, 

invocaron la defensa de cosa juzgada e impedimento colateral de 

sentencia. Expresaron que, aun cuando no existía identidad de partes en 

ambos pleitos, debido a la indivisibilidad de la obligación, procedían  tales 

defensas en este caso. Añadieron que Scotiabank, como parte 

demandante, tenía conocimiento de las corporaciones codemandadas del 

epígrafe y no las incluyó como partes indispensables en el caso anterior.  

Oportunamente Scotiabank se opuso a la desestimación.12 Sostuvo 

que en el caso antes citado, la demanda se incoó contra el matrimonio 

                                                 
8
 Apéndice TA10, pág. 108. 

9
 Conforme los acápites 25 y 26 de la demanda, al 19 de noviembre de 2014, Scotiabank 
sostuvo que el monto adeudado ascendía a $6,603,307.82 que se desglosan en 
$4,714,067.91 de principal; $1,846,052.62 en intereses acumulados; y $43,187.29 de 
escrow. Además, $588,050.00 por concepto de costas y honorarios de abogado.  

10
 Apéndice TA4, págs. 22-27.  

11
 Conforme con el texto de la Sentencia del caso E CD2012-1092, Scotiabank demandó 
al matrimonio García-Pérez por cobro de dinero al incumplir con los dos préstamos 
mencionados. El primero (1600430662), otorgado a Husky, en el que la pareja 
suscribió una garantía personal a favor de RG Premier Bank, para garantizar 
solidariamente y de forma ilimitada el pago de todas las deudas y obligaciones, 
presentes y futuras, directas o indirectas, absolutas o contingentes, vencidas o no 
vencidas de Husky. El segundo (1600455503) fue otorgado a la pareja. El tribunal 
sentenciador indicó que en la vista celebrada el 6 de junio de 2013, los demandados 
“aceptaron allanarse a las alegaciones de Scotiabank en su contra por no contar con 
defensas válidas para oponerse a las mismas”. En consecuencia, se condenó a los 
demandados al pago de ambas acreencias. 

12
 Apéndice TA5, págs. 28-32. 
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García-Pérez y la sociedad legal de gananciales conformada por estos. 

En esa ocasión se reclamaron dos obligaciones prestatarias: el préstamo 

número 1600430662 otorgado el 26 de mayo de 2006 a Husky, del cual el 

matrimonio García-Pérez era garantizador solidario, y el préstamo número 

1600455503 concedido el 19 de marzo de 2008 al matrimonio García-

Pérez. Respecto a estas reclamaciones, Scotiabank obtuvo sentencia a 

su favor.  

Scotiabank argumentó que la defensa de cosa juzgada no es de 

aplicación al caso de autos porque no concurre la más perfecta identidad 

entre las cosas, las causas, los litigantes ni la calidad con que lo fueron. 

Expresó, además, que el ordenamiento faculta al acreedor para reclamar 

el pago de una obligación a cualquiera de los deudores solidarios y que, 

en el caso de marras, el préstamo 1600430662 no ha sido satisfecho.13  

El 17 de abril de 2015, notificada el día 23, el tribunal apelado dictó 

la resolución que denegó la moción de desestimación.14 A base de la 

teoría general que rige las obligaciones solidarias, concluyó que en este 

caso no se configura la doctrina de cosa juzgada ni existe impedimento 

colateral de sentencia, toda vez que la parte demandante prevaleció en el 

pleito anterior en el cobro de una obligación solidaria que no ha sido 

satisfecha. 

El 12 de junio de 2015, los apelantes presentaron de manera 

conjunta la contestación a la demanda y reconvinieron en contra de 

Scotiabank.15 Alegaron que el Banco actuó de mala fe, incurrió en 

negligencia y violó sus obligaciones fiduciarias, al no orientar 

adecuadamente a los prestatarios y a sus garantizadores.  

Scotiabank contestó la reconvención.16 En síntesis, negó las 

alegaciones en su contra y recalcó que el préstamo objeto de la demanda 

                                                 
13

 Por su parte, los apelados presentaron una réplica en la que reiteraron los argumentos 
esgrimidos. Insistieron en que el foro de primera instancia ya se había expresado 
sobre la obligación prestataria reclamada en el actual litigio. Apéndice TA6, págs. 33-
44. 

14
 Apéndice TA7, págs. 41-46. 

15
 Apéndice TA8, págs. 47-68. 

16
 Apéndice TA9, págs. 69-76. 
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fue otorgado por RG Premier Bank y adquirido por Scotiabank a través 

del FDIC, por lo que los codemandados estaban impedidos de levantar 

defensa alguna que no estuviera previamente escrita.17 

El 27 de octubre de 2015, Scotiabank presentó una solicitud de 

sentencia sumaria ante el foro de primera instancia.18 Alegó la ausencia 

de una controversia sustancial e instó al tribunal a dictar sentencia en 

contra de los codemandados para el pago de la deuda y que ordenara la 

ejecución de las garantías. Husky y Christian Elderly Home se opusieron 

en conjunto. Manifestaron que Scotiabank no ha acreditado ser el tenedor 

de buena fe de los pagarés en cuestión; ni cumplió con la notificación 

notarial de la cesión del crédito. Indicaron que era controvertible la 

alegada actuación dolosa de Scotiabank, por lo que reclamaron la nulidad 

de las garantías. Redundaron sobre la aplicación de la defensa de cosa 

juzgada y expusieron que no se había iniciado el descubrimiento de 

prueba. 

 El 29 de marzo de 2016, notificada el 20 de abril, el tribunal 

sentenciador declaró ha lugar la moción de sentencia sumaria. En su 

dictamen, determinó como probados los hechos no controvertidos 

presentados por Scotiabank en su moción de sentencia sumaria y dictó la 

sentencia a su favor. No contestes con el fallo, Husky y Christian Elderly 

Home solicitaron al foro sentenciador que reconsiderara su 

determinación. Sin embargo, este denegó su petición.  

Inconformes aún, ambas corporaciones comparecien ante este foro 

intermedio y señalan la comisión del siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas, al dictar 
resolución y declarar No Ha Lugar la “Moción solicitando 
reconsideración” al no considerar los planteamientos sobre: (i) 
Cosa Juzgada e Impedimento Colateral (ii) Descubrimiento de 
Prueba y (iii) Tenencia del Pagaré Obligacional e Hipotecario. 

 
 Oportunamente Scotiabank presentó su alegato en el que rebate 

los argumentos de las partes apelantes y solicita la confirmación  de la 

                                                 
17

 Fundamentaron su planteamiento en D'Oench, Duhme & Co., Inc. v. FDIC, 315 U.S. 
447 (1942). 

18
 Apéndice TA10, págs. 77-134. 
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sentencia. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

reseñamos el marco doctrinal pertinente a los cuatro asuntos indicados en 

el señalamiento de error. Comencemos con los relativos a la disposición 

sumaria y a la cosa juzgada (partes II y III). Luego atenderemos los que 

se refieren al descubrimiento de prueba y tenencia del pagaré (parte IV). 

II 

- A - 

La Regla 36 de las Reglas de Procedimiento Civil regula el 

mecanismo extraordinario y discrecional de la sentencia sumaria. 32 

L.P.R.A., Ap. V, R. 36. A través de este recurso procesal civil, una vez se 

ha realizado un adecuado descubrimiento de prueba, una parte puede 

mostrar que no existe una controversia sustancial que deba ser dirimida 

en el juicio en su fondo. Consiguientemente, el tribunal sentenciador 

estaría en posición de aquilatar la prueba y adjudicar las controversias 

planteadas ante sí. Véase, Rodríguez Méndez, et als. v. Laser Eye 

Surgery Mgmt., Op. de 15 de junio de 2016, 2016 TSPR 121, a la pág. 17, 

195 D.P.R. __ (2016); Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, Op. de 2 

de diciembre de 2015, 2015 TSPR 159, a la pág. 16, 194 DPR __ (2015). 

El propósito principal de este mecanismo procesal es propiciar la solución 

justa, rápida y económica de litigios civiles que no presentan 

controversias genuinas de hechos materiales, por lo que puede 

prescindirse del juicio plenario. Meléndez v. M. Cuebas, Op. de 21 de 

mayo de 2015, 2015 TSPR 70, a las págs. 8-9, 193 D.P.R. __ (2015); 

S.L.G. Zapata Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414, 430 (2013); 

Nieves Díaz v. González Massas, 178 D.P.R. 820, 847 (2010); Ramos 

Pérez v. Univisión de P.R., 178 D.P.R. 200, 213-214 (2010); Vera Morales 

v. Bravo Colón, 161 D.P.R. 308, 331-332 (2004); PFZ Properties, Inc. v. 

Gen. Acc. Ins. Co., 136 D.P.R. 881, 911 (1994).  

El promovente debe presentar una moción fundamentada en 

declaraciones juradas o en cualquier evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos relevantes y 
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pertinentes sobre la totalidad o parte de la reclamación. 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 36.1. “Un hecho material (relevante) es aquel que puede afectar el 

resultado de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo 

aplicable”. José A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

Tomo III, 1041 (Pubs. J.T.S. 2011). La controversia sobre los hechos 

esenciales que genera el litigio tiene que ser real, no especulativa o 

abstracta. Es decir, tiene que ser de naturaleza tal que “permita concluir 

que existe una controversia real y sustancial sobre hechos relevantes y 

pertinentes”. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a las págs. 9-10; 

Ramos Pérez v. Univisión de P.R., 178 D.P.R., págs. 213-214. 

Procede que se dicte sentencia sumaria únicamente cuando surge 

diáfanamente que el promovido por la solicitud no puede prevalecer bajo 

ningún supuesto de hechos y que el tribunal tiene a su disposición toda la 

prueba necesaria para resolver la controversia que tiene ante su 

consideración. Cualquier duda no es suficiente para denegar la solicitud 

de sentencia sumaria. Debe tratarse de una duda que permita concluir 

que existe una verdadera y sustancial controversia sobre hechos 

relevantes y pertinentes. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a la 

pág. 10; Nieves Díaz v. González Massas, 178 D.P.R., pág. 848; Ramos 

Pérez v. Univisión de P.R., 178 D.P.R., pág. 213-214; E.L.A. v. Cole, 164 

D.P.R. 608, 625 (2005). 

Al dictar sentencia sumaria, el juzgador deberá: (1) analizar los 

documentos que acompañan la moción solicitando la sentencia sumaria, 

los incluidos con la moción en oposición y aquellos que obren en el 

expediente judicial; y (2) determinar si el oponente controvirtió algún 

hecho material o si hay alegaciones de la demanda que no han sido 

controvertidas o refutadas en forma alguna por los documentos. PFZ 

Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 D.P.R., págs.  913-914; Medina 

v. M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 D.P.R. 716, 727 (1994).  

Ante una moción de sentencia sumaria, los jueces deben 
determinar primero cuáles son los hechos presentes, es decir, en 
qué conducta incurrieron las partes involucradas y las 
circunstancias que rodearon esas actuaciones. Esos hechos, a su 
vez, deben ser interpretados por el juez para determinar si son 
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esenciales y pertinentes, y si se encuentran controvertidos. De 
encontrarse presente algún hecho material en controversia no 
podrá utilizarse el mecanismo de la Regla 36 de Procedimiento 
Civil, supra. Por el contrario, de no existir tal controversia de 
hecho, el tribunal deberá dictar sentencia a favor del promovente 
de la solicitud de sentencia sumaria si el derecho le favorece a 
este último. 

Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, 2015 TSPR 159, a las págs. 
18-19. 

 
Es por ello, que la doctrina establece que el promovente tiene que 

establecer su derecho con claridad. Rodríguez Méndez, et als. v. Laser 

Eye Surgery Mgmt., 2016 TSPR 121, a la pág. 18; Meléndez v. M. 

Cuebas, 2015 TSPR 70, a la pág. 10. De existir dudas sobre la existencia 

de una controversia de hechos, estas deben resolverse en contra del 

promovente, ya que este mecanismo procesal no permite que el tribunal 

dirima cuestiones de credibilidad. Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 

D.P.R. 599, 610 (2000); Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 126 

D.P.R. 272, 279-280 (1990); Corp. Presiding Bishop v. Purcell, 117 D.P.R. 

714, 720 (1986).  

La parte promovida por una solicitud de sentencia sumaria no 

puede descansar meramente en las afirmaciones contenidas en sus 

alegaciones ni tomar una actitud pasiva. Por el contrario, está obligada a 

contestar de forma tan detallada y específica como lo hizo la parte 

promovente. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3(c); Rodríguez Méndez, et als. v. 

Laser Eye Surgery Mgmt., 2016 TSPR 121, a la pág. 18; Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 D.P.R., en la pág. 848. Además, la parte 

promovida deberá presentar declaraciones juradas y documentos que 

pongan en controversia los hechos presentados por el promovente. Esto 

es, no debe cruzarse de brazos y descansar en sus alegaciones. 

Además, debe tenerse presente que las declaraciones juradas que no 

contengan hechos específicos que las apoyen no tienen valor probatorio 

para demostrar lo que en ellas se concluye. Ramos Pérez v. Univisión de 

P.R., 178 D.P.R., págs. 215-216; Corp. Presiding Bishop v. Purcell, 117 

D.P.R., pág. 721; Luán Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 D.P.R. 
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652, 665 (2000); Audiovisual Lang. v. Sist. Est. Natal Hnos., 144 D.P.R. 

563, 576 (1997). 

En todo caso, la doctrina establece que los documentos que 

acompañan la moción de sentencia sumaria deben verse en la forma más 

favorable a la parte que se opone a la moción, concediéndole el beneficio 

de toda inferencia que razonablemente pueda derivarse de ellos. Corp. 

Presiding Bishop. v. Purcell, 117 D.P.R., pág. 720. Incluso, el Tribunal 

Supremo ha establecido que el mero hecho de que la parte promovida no 

presente evidencia que contradiga la presentada por la parte promovente, 

no implica necesariamente que proceda la sentencia sumaria. Vera 

Morales v. Bravo Colón, 161 D.P.R., págs. 331-332; PFZ Props., Inc. v. 

Gen. Acc. Ins. Co., 136 D.P.R. págs. 912-913. 

En fin, el tribunal dictará sentencia sumariamente si de los 

documentos presentados se demuestra que no hay controversia real 

sustancial en cuanto a algún hecho esencial y pertinente y que como 

cuestión de derecho procede la petición del promovente. Del mismo 

modo, el tribunal puede dictar sentencia sumaria de naturaleza 

interlocutoria para resolver cualquier controversia que existe entre las 

partes y que sea separable de las controversias restantes. 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R. 36.3(e). Es meritorio decir que los foros de primera instancia 

deben actuar con prudencia y mesura en el uso de la sentencia sumaria y 

en tales casos deben ejercer su discreción de manera responsable e 

informada.   

La Regla 36 de Procedimiento Civil también exige unos requisitos 

de forma que debe cumplir la parte promovente de la moción de sentencia 

sumaria, así como la parte que se opone a esta. Si el promovente de la 

moción no cumple con los requisitos de forma, el tribunal no estará 

obligado a considerar su solicitud. Por el contrario, en el caso de que 

quien incumpla con los requisitos de forma sea la parte opositora, el 

tribunal podrá dictar sentencia sumaria a favor de la parte promovente si 

así procediera en Derecho. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a las 
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págs. 11-12; S.L.G. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R., págs. 432-

433. 

En cuanto a nuestra facultad revisora, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico estableció el estándar de revisión que debe utilizar este foro 

intermedio al evaluar denegatorias o concesiones de mociones de 

sentencia sumaria. Como foro apelativo, debemos utilizar los mismos 

criterios que los tribunales de primera instancia al determinar si procede 

dictar sumariamente una sentencia. En esta tarea solo podemos 

considerar los documentos que se presentaron ante el foro de primera 

instancia y determinar si existe o no alguna controversia genuina de 

hechos pertinentes y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma 

correcta. La tarea de adjudicar los hechos relevantes y esenciales en 

disputa le corresponde únicamente al foro de primera instancia en el 

ejercicio de su sana discreción. Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R., pág. 334. 

La revisión de este Tribunal es una de novo, en la que debemos examinar 

el expediente de la manera más favorable a la parte opositora a la moción 

de sentencia sumaria. Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a la pág. 

20. 

En nuestra revisión, también debemos cotejar que tanto la solicitud 

de sentencia sumaria como la oposición presentada cumplen con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil. 32 

L.P.R.A., Ap. V, R. 36. Además, debemos enumerar los hechos que 

consideramos están en controversia y aquellos que están 

incontrovertidos. Finalmente, debemos revisar de novo si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia. 

Meléndez v. M. Cuebas, 2015 TSPR 70, a la pág. 21. 

- B - 

El Código Civil de Puerto Rico establece que “[p]or la fianza se 

obliga uno a pagar o cumplir por un tercero, en el caso de hacerlo este”. 

Cód. Civil P.R., Art. 1721, 31 L.P.R.A. § 4871. Cuando el deudor incumple 

con la obligación principal, el fiador debe cumplirla, pero luego podrá 
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reclamarle al deudor o fiado lo pagado a su acreedor, con el abono de 

intereses, gastos y daños, si no hubiere pacto en contrario. Véase, Cód. 

Civil de P.R., Arts. 1737-1742, 31 L.P.R.A. §§ 4911-4915; José Ramón 

Vélez Torres, Derecho de contratos 547 (U.I.P.R.1990). Es harto conocido 

que el contrato de fianza “es uno accesorio, aunque separado y distinto, 

al contrato que establece la relación obligatoria principal o garantizada”. 

Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. Co., 152 D.P.R. 652, 661 (2000). Es 

decir, la fianza no puede existir sin una obligación válida, pues es 

accesoria y subsidiaria a la obligación principal que garantiza. Cód. Civil 

de P.R., Art. 1723, 31 L.P.R.A. § 4873. Como todo derecho de garantía, 

una vez se extingue la obligación principal de cuyo aseguramiento se 

ocupa, el derecho de garantía también se extingue, salvo, por supuesto, 

las acciones derivadas de la ejecución de la fianza. Cód. Civil de P.R., 

Art. 1746, 31 L.P.R.A. § 4951. 

El precitado Artículo 1721 dispone también que si el fiador se 

obliga solidariamente con el deudor, entonces, habrá de observarse lo 

dispuesto sobre las obligaciones solidarias. Cód. Civil P.R., Art. 1721, 31 

L.P.R.A. § 4871. Aun cuando el Código Civil no define expresamente la 

solidaridad, sí se desprende del Artículo 1090 que la solidaridad solo 

tendrá lugar si así se dispone expresamente, ya que la mera concurrencia 

de dos o más acreedores o de dos o más deudores en una sola 

obligación no implica el carácter solidario de la obligación. Cód. Civil P.R., 

Art. 1090, 31 L.P.R.A. § 3101; José Ramón Vélez Torres, Derecho de 

Obligaciones 85 (U.I.P.R. 1997).  

Cabe señalar que la accesoriedad y subsidiaridad no desaparecen 

cuando la fianza es solidaria; solo se elimina la necesidad de hacer 

excusión de los bienes del deudor principal antes de que el fiador se vea 

obligado a pagar por él. No obstante, para ello, el deudor principal debe 

estar obligado al cumplimiento que se le exige o a la indemnización en 

caso de incumplimiento. Adviértase, sin embargo, que si desaparece la 

obligación principal, desaparece la obligación accesoria del fiador, aunque 
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sea solidaria. Esto quiere decir que siempre debe existir y probarse la 

obligación que haría efectiva la fianza. Una vez se prueba la obligación y 

su incumplimiento, entonces el fiador solidario tiene que responder al 

acreedor como si estuviera obligado principalmente frente a él. Así surge 

de la interpretación integrada de los Artículos 1721 (fiador solidario 

responde como deudor solidario), 1725 (fiador no puede obligarse a más 

que el deudor principal) y 1730 (no habrá excusión si la fianza es 

solidaria) de nuestro ordenamiento general civil. Cód. Civil de P.R., Arts. 

1721, 1725 y 1730, 31 L.P.R.A. §§ 4871, 4875 y 4892. La jurisprudencia 

también respalda lo dicho. Véase, A.L. Arsuaga, Inc. v. La Hood Const., 

Inc., 90 D.P.R. 104 (1964); Carr v. Nones, 98 D.P.R. 236 (1970); Planned 

Credit of P.R., Inc. v. Page, 103 D.P.R. 245 (1975). 

Por otro lado, a tenor de la regulación que contiene el Código Civil 

de Puerto Rico sobre la deuda y la fianza solidaria, pueden los obligados 

con ese carácter oponer al acreedor “todas las excepciones que se 

deriven de la naturaleza de la obligación y las que le sean personales”. 

Cód. Civil P.R., Art. 1101, 31 L.P.R.A. § 3112. Por tanto, si la fianza es 

solidaria, el fiador está sujeto a la rigurosidad de la solidaridad que, como 

expresamos, impide el reclamo de la previa excusión de bienes del 

deudor principal, beneficio que tampoco estaría disponible si el deudor 

principal está quebrado. Cód. Civil P.R., Arts. 1721 y 1730, apartados (2) 

y (3), 31 L.P.R.A. §§ 4871 y 4892. No obstante, como garante, el fiador 

solidario tiene disponibles “todas las excepciones que competen al deudor 

principal y sean inherentes a la deuda; mas no las que sean puramente 

personales del deudor”. Cód. Civil P.R., Art. 1752, 31 L.P.R.A. § 4957; 

Vélez Torres, Op. Cit., Contratos, págs. 539-540. Sobre este asunto, el 

profesor Vélez Torres sostiene que “el fiador puede discutir todo lo 

relativo a la existencia, legitimidad y validez de la deuda; puede interponer 

defensas de prescripción y caducidad o la aplicación de alguna de las 

causas de extinción de las obligaciones que pudiera dar lugar a la 

extinción de la obligación principal, etc. Además, el fiador tendría 
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disponible cualquier otra defensa que surgiera como consecuencia de la 

validez, efectiva y extensión del contrato de fianza”. Id., pág. 540.  

En lo que atañe al error señalado, enfoquemos el análisis en el 

llamado “ius variandi” que genera la obligación solidaria en favor del 

acreedor, es decir, su derecho a cobrar la deuda de todos los deudores, 

simultánea o individualmente, hasta su satisfacción final. 

Reiteramos, si el fiador manifiestamente se obliga de manera 

solidaria con el deudor principal, se convierte de hecho en un deudor 

principal o codeudor. Entonces, tanto él como el deudor principal son 

responsables frente al acreedor de forma tal que este puede ir 

indistintamente contra ambos o contra uno solo, sin que sea aplicable la 

excusión. Luego, si el fiador, por su condición de obligado solidariamente, 

se viere obligado a responder, puede repetir contra el deudor principal 

fiado por la totalidad de lo pagado. Vélez Torres, Op. Cit., Contratos, 

págs. 542-543; véase, además, a Colón v. P.R. American Ins., 63 D.P.R. 

344 (1944) y Carr v. Nones, 98 D.P.R. 236 (1970), sobre la 

responsabilidad y las defensas del fiador solidario. 

Es decir, cuando la naturaleza de la obligación es solidaria, “[e]l 

acreedor puede dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios o 

contra todos ellos simultáneamente”. En estos casos, mientras la 

obligación no se haya satisfecho por completo, la reclamación instada 

contra uno de los deudores solidarios no es óbice para las que 

posteriormente puedan dirigirse contra los demás. Cód. Civil P.R., Art. 

1097, 31 L.P.R.A. § 3108.  

La doctrina española, al interpretar el Artículo 1144 del Código civil 

español, correspondiente al Artículo 1097 de nuestro código civil, ha sido 

clara en afirmar que, en el ejercicio del “ius variandi”, el acreedor puede 

presentar una demanda judicial contra uno o varios deudores y si no 

puede ejecutar la sentencia obtenida o sigue sin cobrar su crédito,  puede 

incoar sucesivas demandas contra los demás deudores solidarios, sin que 

ello constituya cosa juzgada. Las palabras de Guilarte Zapatero, para la 
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colección que dirige Albaladejo, de Castán Tobeñas y Diez Picazo son 

harto elocuentes sobre el tema del ejercicio de tal derecho de 

reclamación: 

Con la expresión indicada se alude tradicionalmente a la 
facultad que le corresponde al acreedor para exigir el 
cumplimiento de la obligación solidaria a cualquiera de los 
deudores a quien con anterioridad no se hubiera dirigido la 
reclamación, proyectada solamente sobre alguno o algunos de 
éstos. Como se ha visto, el fundamento de tal posibilidad es 
indiscutible: la pretensión deducida contra uno de los deudores no 
libera a los demás de la obligación, de la que vendrán obligados a 
responder hasta su total satisfacción. Como también se ha 
indicado, tal ius varianái procede aunque se haya intentado 
alguna reclamación judicial y, por supuesto, cuando únicamente 
se intentó la extrajudicial contra alguno, la demanda puede 
formalizarse contra cualquiera de los otros10. Asimismo, mantiene 
la facultad en la ejecución de la sentencia dictada contra varios o 
todos los deudores. 

De conformidad con la letra del precepto, el único presupuesto 
de eficacia del ius variandi radica en la circunstancia de no 
haberse satisfecho la deuda en su integridad; en otras palabras, 
el acreedor podrá dirigir su reclamación posterior y conjunta o 
sucesivamente contra los distintos deudores sin que las 
reclamaciones previas representen ningún obstáculo mientras la 
totalidad de la obligación no se haya pagado. [...] 

[...] 

Admitido, pues, el funcionamiento del ius variandi del acreedor 
en los amplios términos que, desde un punto de vista subjetivo, 
quedan señalados hasta aquí, proceden algunas consideraciones 
en orden a precisar los límites de aquél desde un punto de vista 
objetivo. Al efecto, conviene contemplar distintas situaciones que 
se originan, obviamente, en función del resultado de las 
reclamaciones primeramente entabladas. Básicamente, deben 
distinguirse: 

a) Supuesto en el que el acreedor se ha limitado a reclamar 
extrajudicialmente el cumplimiento a alguno de los deudores. Si 
éste no paga, aquél estará en condiciones de formalizar la 
reclamación judicial en los términos que considere oportunos 
contra cualquiera de los obligados, por el total o por parte de la 
deuda. 

b) Supuesto que, seguido juicio contra uno o algunos de los 
deudores, haya recaído sentencia desestimatoria de la 
reclamación. En este caso, la posibilidad de nuevas demandas a 
los deudores no interpelados judicialmente estarán en función del 
carácter de las excepciones en cuya virtud la demanda haya sido 
desestimada.  Si derivan de la naturaleza de la obligación, 
impedirán el éxito de una nueva reclamación contra cualquier 
deudor; si tienen carácter personal, la condicionarán, en los 
términos que se precisan al comentar el artículo 1.148. 

c) Si la reclamación, judicial o no, da lugar a un pago parcial 
admitido por el acreedor, éste sólo estará en condiciones de 
ejercitar el ius variandi contra cualquiera de los otros deudores 
por la parte de la obligación que se mantenga impagada. 

d) [...] 

V. Guilarte Zapatero, Comentarios al Código civil y compilaciones forales, To. 
XV, Vol. 2, EDERSA, 1983, págs. 338-343.  

 Por su parte, sostiene Castán Tobeñas: 
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Estando pendiente la reclamación contra un deudor solidario, 
¿puede deducirse reclamación contra otro? Hay que admitirlo así, 
dado que, como dice Mucius Scaevola, si se limitara la facultad 
de los acreedores, se desnaturalizaría la institución. La sentencia 
de 19 de diciembre de 1927 lo reconoce igualmente, 
estableciendo que el artículo 1.144 ha de ser interpretado sin 
distingos, ya que no los hace el legislador. En el mismo sentido 
Puig Ferriol, quien propone paliar los posibles abusos con el 
principio de la buena fe y la condena del abuso del derecho. A 
juicio de Guilarte Zapatero y Caffarena, si el primer juicio concluyó 
con una sentencia desestimatoria de la demanda, los demás 
deudores podrán beneficiarse de los efectos de la cosa juzgada 
en la medida y con el alcance que permita el tipo de excepción 
utilizada por el deudor absuelto, y si la sentencia llega a condenar 
al deudor, podrá el acreedor no solicitar la ejecución y entablar 
otra demanda contra otro deudor. 

J. Castán Tobeñas, Derecho Civil español, común y foral, To. III, Reus, 1992, 
págs. 166-167. 
 
 Díez Picazo, con igual resultado, sostiene: 

[...] La facultad de elección es, en primer lugar, facultad que se 
refiere a las reclamaciones extrajudiciales, pero se refiere también 
a las posteriores reclamaciones extrajudiciales. El hecho de haber 
dirigido las reclamaciones extrajudiciales frente a uno de los 
deudores, no impide el posterior ejercicio de la acción judicial 
frente a otro u otros. 

 [...] 

Del carácter indistinto de la pretensión del acreedor y del 
hecho de que la deuda pese por entero sobre todos los deudores, 
deriva la existencia de un ius variandi. Es un principio general de 
la solidaridad pasiva que el acreedor puede modificar la persona 
del demandado o sujeto pasivo de su pretensión. El art. 1.144, en 
su segundo párrafo, establece que las reclamaciones que el 
acreedor haya entablado contra uno o contra varios de los 
deudores solidarios, no son obstáculo para las que 
posteriormente se dirijan contra los demás, «mientras no resulte 
cobrada la deuda por entero». 

[...] 

Para el ejercicio del ius varíandi, no es necesaria ninguna forma 

especial, ni es exigible haber hecho excusión en los bienes de los 

anteriores demandados, ni el carácter infructuoso de la 

persecución contra éstos. El acreedor, después de haberse 

dirigido contra un primer deudor, puede volverse contra otros u 

otros, siempre que no haya obtenido todavía un pago íntegro. El 

ius varíandi no queda impedido por el hecho de que se haya 

interpuesto una demanda judicial, sin perjuicio de los problemas 

procesales que de ello puedan derivar. 

L. Diez Picazo, Fundamentos de derecho civil patrimonial, 5ta ed., Vol. II, 
págs. 208-209. 

 En Puerto Rico, el profesor Vélez Torres recoge igual parecer, pero 

destaca los efectos procesales que la litigación sucesiva plantea en estos 

casos, aunque sin desvirtuar el contenido esencial del “ius variandi”: 

Sobre el ejercicio del ius variandi, en España se ha suscitado 
la duda sobre si, estando pendiente la reclamación contra un 
deudor solidario, puede deducirse reclamación contra otro. 
Gastán sostiene que tanto la doctrina como la jurisprudencia 
españolas se han manifestado en la afirmativa, porque, si se 
limitara la facultad de los acreedores, se desnaturalizaría la 
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institución de la solidaridad. Además, la jurisprudencia tiene 
resuelto que la ley no hace distingos. [Cita omitida.] Caffarena 
advierte que tanto el principio de la buena fe como la prohibición del 
abuso de derecho deben suponer un serio límite a este ius 
variandi? [Cita omitida.]  Nos parece que la preocupación no es 
sólo desde el punto de vista substantivo, sino procesal. La 
posibilidad de que se plantee en el segundo pleito que hubo un 
fraccionamiento de la causa de acción, daría a pensar que 
efectivamente el ius variandi no tiene ninguna utilidad, por tanto, 
no creemos que esta defensa prospere automáticamente. Lo que 
no debe permitirse es que el acreedor, pudiendo llevar la acción 
contra todos o algunos, que estén física y económicamente 
disponibles, utilice intermitente y persistentemente la maquinaria 
judicial sin justificación alguna. Se impone el buen juicio y la buena 
fe para evitar que el acreedor se convierta en un litigante pernicioso. 

J. R. Vélez Torres, Derecho de Obligaciones 90, (2da ed., U.I.P.R. 1997). 

- C - 

En lo ateniente al error señalado en el caso de autos, como se 

sabe, la Regla 6.3 de las de Procedimiento Civil acoge la doctrina de cosa 

juzgada como defensa afirmativa. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 6.3(p). En Díaz 

Ayala v. E.L.A., el Tribunal Supremo de Puerto aclaró que las defensas 

afirmativas son defensas que “deben plantearse al responder a una 

alegación precedente o se entienden renunciadas; deben ser alegadas en 

forma clara, expresa y específica”. Díaz Ayala v. E.L.A., 153 D.P.R. 675, 

695 (2001). Aquí, los codemandados Husky y Christian Elderly Home 

invocaron la doctrina de cosa juzgada tanto en la moción desestimatoria 

como en la contestación de la demanda y en la apelación de epígrafe. 

Esta doctrina tiene su fuente estatutaria en el Artículo 1204 del Código 

Civil de Puerto Rico, el cual dispone que “[p]ara que la presunción de 

cosa juzgada surta efecto en otro juicio, es necesario que entre el caso 

resuelto por la sentencia y aquel en que esta sea invocada, concurra la 

más perfecta identidad entre las cosas, las causas, las personas de los 

litigantes y la calidad con que lo fueron”. Cód. Civil P.R., Art. 1204, 31 

L.P.R.A. § 3343; Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R. 263, 273 (2012). 

Esa doctrina está fundamentada en consideraciones de orden público, 

esto es, en el interés del Estado en ponerle fin a los litigios y en proteger 

a los ciudadanos para que no se les someta en múltiples ocasiones a los 

rigores de un proceso judicial. Parrilla v. Rodríguez, 163 D.P.R. 263, 268 

(2004); Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 D.P.R. 743, 769 



 
 

 
KLAN201600887    

 

17 

(2003); Pérez v. Bauzá, 83 D.P.R. 220, 225 (1961). Se procura, de este 

modo, garantizar la certidumbre y seguridad de los derechos ya 

declarados, además de evitar gastos adicionales al Estado y a los 

litigantes. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., pág. 274; Worldwide 

Food Dis., Inc. v. Colón, 133 D.P.R. 827, 833-834 (1993).   

Ahora bien, al determinar si procede la defensa de cosa juzgada 

para evitar el nuevo litigio, debemos examinar “si los hechos y 

fundamentos de las peticiones son los mismos en lo que afecta a la 

cuestión planteada”. A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 D.P.R. 

753, 765 (1981). Es decir, para evitar que en un pleito posterior se litiguen 

nuevamente asuntos previamente adjudicados o transigidos, el 

promovente de la defensa debe demostrar que la cuestión en controversia 

en el nuevo pleito fue litigada en un caso previo o transigida en ocasión 

anterior: (1) entre las mismos litigantes y la calidad que lo fueron, (2) 

sobre las mismas cosas y (3) en virtud de las mismas causas de acción. 

Worldwide Food Dis., Inc. v. Colón, 133 D.P.R., pág. 833; Pagán 

Hernández v. U.P.R., 107 D.P.R. 720, 732-733 (1978); Mercado Riera v. 

Mercado Riera, 100 D.P.R. 940, 950 (1972). Definamos, pues, cada uno 

de estos elementos por separado.  

En cuanto a la identidad de los litigantes y la calidad en que lo 

fueron, el propio Artículo 1204 dispone que “[s]e entiende que hay 

identidad de personas siempre que los litigantes del segundo pleito sean 

causahabientes de los que contendieron en el pleito anterior, o estén 

unidos a ellos por vínculos de solidaridad o por los que establece la 

indivisibilidad de las prestaciones entre los que tienen derecho a exigirlas 

u obligación de satisfacerlas”. Cód. Civil P.R., Art. 1204, 31 L.P.R.A. § 

3343; Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., págs. 275-276. El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha expresado “que los efectos de la cosa 

juzgada se extienden a quienes intervienen en el proceso, a nombre y en 

interés propio”. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., pág. 276. “[L]as 

personas jurídicas que son parte en ambos procedimientos, cumplidos los 
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requisitos de identidad entre las causas y las cosas, serían las mismas 

que resultarían directamente afectadas por la excepción de la cosa 

juzgada”. Id. El requisito de que sean las mismas partes también se 

conoce como “mutualidad de partes”. Fatach v. Triple S, Inc., 147 D.P.R. 

882, 889 (1999); Pol Stella v. Lugo Christian, 107 D.P.R. 540, 549 (1978).  

La “cosa” a la cual se refiere este artículo “responde básicamente 

al objeto o materia sobre la cual se ejercita la acción”. Lausell Marxuach 

v. Díaz de Yáñez, 103 D.P.R. 533, 535 (1975). Esto es, el segundo pleito 

trata del mismo asunto del cual versó el primero. Presidential v. 

Transcaribe, 186 D.P.R., pág. 274.  

La “causa”, por su parte, “es el motivo de pedir”, es decir, “significa 

el fundamento capital, el origen de las acciones o excepciones planteadas 

y resueltas”.19 Es decir, cuando los hechos y los fundamentos de las 

peticiones son idénticos en lo que afecta a la controversia planteada. Id., 

pág. 275; A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 D.P.R., pág. 765. 

Algunos de los criterios que se han utilizado para determinar si hay 

identidad en cuanto a las causas presentadas en ambos procesos son: 

“(1) si el mismo derecho ha sido infringido por la misma violación, (2) si 

hay una identidad tal que una sentencia diferente en la segunda acción 

destruiría o afectaría derechos o intereses establecidos por la primera 

sentencia, (3) identidad de fundamentos, (4) si la misma evidencia 

sostendría ambas sentencias”. Mercado Riera v. Mercado Riera, 100 

D.P.R., pág. 951.  

Finalmente, debemos puntualizar que los tribunales no deben 

aplicar la doctrina en forma inflexible, particularmente cuando hacerlo 

derrotaría los fines de la justicia, o cuando están involucradas 

consideraciones de orden público. Pérez v. Bauzá, 83 D.P.R., pág. 226.  

Por otro lado, existe una modalidad especial de la doctrina de cosa 

juzgada, conocida como impedimento colateral por sentencia. Esta 

modalidad se distingue de la doctrina de cosa juzgada en que no se 

                                                 
19

 Véase, José M. Manresa y Navarro, Comentarios al Código Civil Español, t. 8, vol. 2, 
págs. 237-238 (5ta ed. Reus 1950).  
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requiere que haya completa identidad de causas para que aplique la 

primera. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., págs. 276-277. El 

impedimento colateral opera cuando un hecho esencial para adjudicar un 

segundo pleito entre las partes ya se dilucidó y se adjudicó mediante 

sentencia válida, final y firme. Tal determinación es concluyente en el 

segundo pleito, aunque se trate de causas de acción distintas. Lo 

importante es que la adjudicación previa haya dispuesto definitivamente 

de elementos esenciales de la segunda reclamación. Méndez v. 

Fundación, 165 D.P.R. 253, 269 (2005); Rodríguez Rodríguez v. Colberg 

Comas, 131 D.P.R. 212, 218-221 (1992). No obstante, no procede la 

doctrina “cuando la parte contra la cual se interpone no ha tenido 

oportunidad de litigar previamente el asunto y no ha resultado ser la parte 

perdidosa en el litigio anterior”. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., 

pág. 277; Beníquez et al v. Vargas et al, 184 D.P.R. 210, 226 (2012). La 

doctrina de impedimento colateral por sentencia no es de aplicación 

tampoco a aquellos asuntos que pudieron ser litigados en el primer pleito 

y no lo fueron. Por ende, su aplicación se limita a las cuestiones que en 

efecto se litigaron y adjudicaron. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., 

pág. 277. 

El propósito de la modalidad de impedimento colateral es impedir 

la litigación posterior de un hecho esencial y que ya fue adjudicado 

mediante sentencia final en un litigio anterior, aunque las causas de 

acciones entre el anterior y el posterior sean distintas. P. R. Wire Prod. v. 

C. Crespo & Asoc., 175 D.P.R. 139, 152-153 (2008). Esto quiere decir 

que no es necesaria la identidad de causas para que aplique esta 

modalidad. Fatach v. Triple S, Inc. 147 D.P.R., pág. 889; Acevedo v. 

Western Digital Caribe, Inc., 140 D.P.R. 452, 464 (1996); Rodríguez 

Rodríguez v. Colberg Comas, 131 D.P.R. 212, 225 (1992). 

La figura de impedimento colateral por sentencia puede plantearse 

en dos formas, a saber: la defensiva y la ofensiva. La modalidad 

defensiva la presenta el demandado para impedir la litigación de un 
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asunto que ya fue planteado y perdido por el demandante en un pleito 

anterior frente a otra parte. En el modo ofensivo, el demandante es el que 

lo plantea para impedir que el demandado relitigue algún asunto litigado y 

perdido previamente frente a otra parte. A & P Gen. Contractors v. Asoc. 

Caná, 110 D.P.R., pág. 758. 

Es importante notar que, en ambas modalidades, la parte contra la 

cual se levanta el impedimento ha litigado anteriormente y ha perdido en 

el pleito anterior. Por lo tanto, no procede interponer la defensa de 

impedimento colateral por sentencia cuando la parte contra la cual se 

presenta no ha tenido oportunidad de litigar el asunto previamente ni ha 

sido la parte perdidosa en el litigio anterior. Id. Así, el Tribunal Supremo 

estableció que en ciertas circunstancias sería injusto aplicar la doctrina de 

impedimento colateral por sentencia, a saber: “(a) que el demandante 

pudo fácilmente ser parte en el primer pleito; (b) que el demandado no 

tuvo a su haber todos los incentivos para litigar completa y rigurosamente 

las controversias surgidas en el primer pleito; (c) que la determinación 

judicial en el primer pleito fue inconsistente con otras decisiones sobre la 

misma cuestión; y (d) que en el segundo pleito el demandado tuvo 

oportunidades procesales no disponibles en la primera acción, que 

podrían conllevar a un resultado distinto”. Id., pág. 760. 

Por lo tanto, si la parte contra la cual se le pretende aplicar la 

doctrina de impedimento colateral por sentencia, para poder prevalecer 

depende necesariamente de una controversia que ya fue adjudicada 

anteriormente, deberá convencer al foro sentenciador de que se han dado 

unos cambios materiales y sustanciales en el caso que le permitan 

concluir que en efecto, la controversia se ha transformado en una nueva y 

distinta de la ya adjudicada. Véase, DeCosta v. Viacom Intern., Inc., 981 

F.2d 602, 605 (1992). 

Por último, la modalidad de fraccionamiento de causa de acción 

aplica a toda reclamación posterior que se presente entre las mismas 

partes y sobre el mismo asunto. La modalidad sí puede aplicarse en el 
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caso que un demandante tenga varias reclamaciones contra un mismo 

demandado, que surjan de un mismo evento, y presenta una de esas 

reclamaciones; y luego de terminado el litigio, presenta otro contra el 

mismo demandado por las otras reclamaciones. Ahora bien, la doctrina no 

se extiende a una parte que no fue incluida como demandada en el primer 

pleito; y se limita a las reclamaciones que son recobrables en la primera 

acción incoada. Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., págs. 277-278; 

véase, S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo de Titulares, 184 D.P.R. 133 

(2011); Abengoa S.A. v. American Intl. Ins. Co., 176 D.P.R. 512 (2009); 

Zambrana v. Tribunal Superior, 100 D.P.R. 179 (1971); Ramos González 

v. Félix Medina, 121 D.P.R. 312 (1988); Tesorero v. Tribunal de 

Contribuciones, 72 D.P.R. 617 (1951). 

La modalidad de fraccionamiento de causa tiene como propósito 
promover la finalidad de las controversias judiciales y evitar las 
continuas molestias a una parte con la presentación sucesiva de 
varios pleitos relacionados con el mismo asunto. Por lo tanto, esta 
modalidad procede cuando el demandante obtiene sentencia en 
un primer pleito, y luego radica una segunda acción contra la 
misma parte por otra porción de esa misma reclamación. 

Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R., pág. 278. (Énfasis 
nuestro.) 

 
III 

 En el presente caso, los apelantes alegan que el foro primario 

incidió al resolver sumariamente el pleito y obviar los planteamientos 

esbozados sobre cosa juzgada e impedimento colateral, al haberse 

reclamado previamente el pago de la deuda a dos de sus garantizadores 

solidarios. 

De otro lado, la parte apelada sostiene su derecho a ejercer el “ius 

variandi” ante sus deudores solidarios, porque la deuda permanece 

insatisfecha en su totalidad, aún con una sentencia a su favor en el primer 

pleito.  

La normativa relativa al “ius variandi” que reconoce el Artículo 1097 

del Código Civil de Puerto Rico a todo acreedor de una obligación 

solidaria insatisfecha en su totalidad y la doctrina que interpreta ese texto 

son más que elocuentes y convincentes para descartar ese aludido error.  
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De un lado, aunque Scotiabank obtuvo sentencia favorable contra 

el matrimonio García-Pérez, la deuda permanece insatisfecha, por lo que 

podían iniciar acción judicial contra los deudores principales solidarios de 

esa obligación hasta que logre su saldo. No podemos decir que 

Scotiabank sea un litigante pernicioso, como advierte la doctrina, o que 

esté abusando del derecho como acreedor. De hecho, en este caso solo 

reclama la deuda que corresponde a las corporaciones apelantes, la del 

contrato núm. 1600430662, que es el préstamo otorgado a Husky, Inc., 

como deudor principal, y a Christian Elderly Home, Inc., como 

garantizadora solidaria. No aplica pues la doctrina de cosa juzgada, ni 

siquiera en su modalidad de fraccionamiento de la causa de acción, 

porque ello negaría la esencia del “ius variandi” del acreedor de una 

obligación solidaria insatisfecha parcial o totalmente.  

No incurrió el Tribunal de Primera Instancia en el primer asunto 

destacado en el único error señalado.  

IV 

 Respecto al aspecto relativo al endoso y titularidad de los pagarés 

en disputa, baste señalar lo siguiente. 

- A - 

La Ley Núm. 208-1995, conocida como “Ley de Instrumentos 

Negociables y Transacciones Bancarias”, según enmendada, 19 L.P.R.A. 

§ 401 y ss., es el cuerpo normativo que regula los instrumentos 

negociables y transacciones comerciales en Puerto Rico. Según la 

Sección 2-104(a) de la Ley 208, un “instrumento negociable” es “una 

promesa o una orden incondicional de pago de una cantidad específica 

de dinero” si cumple con los siguientes requisitos:  

1. Es pagadero al portador o a la orden al momento de su 
emisión o cuando primero adviene a la posesión de un 
tenedor;  

2. es pagadero a la presentación o en una fecha específica; y  
3. no especifica otro compromiso o instrucción por parte de la 

persona que promete u ordena el pago que no sea el pago del 
dinero.  

19 L.P.R.A. § 504(a).  
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Asimismo, en el contexto de la legislación comercial, la buena fe 

significa “honestidad de hecho en la conducta o transacción [ ] 

correspondiente”. 19 L.P.R.A. § 451(19). El tenedor o portador de un 

instrumento es un “tenedor de buena fe” si:  

(1) cuando fue emitido o negociado al tenedor, el instrumento no 
tenía evidencia aparente de falsificación o alteración ni era de tal 
forma irregular o incompleto como para que debiera cuestionarse 
su autenticidad; y  

(2) el tenedor tomó el instrumento: (i) por valor, (ii) de buena fe, 
(iii) sin tener aviso de que el instrumento estuviese en mora o 
hubiese sido desatendido o de que existiese un incumplimiento no 
subsanado respecto al pago de otro instrumento emitido como 
parte de la misma serie, (iv) sin tener aviso de que el instrumento 
contiene una firma no autorizada o ha sido alterado, (v) sin tener 
aviso de la existencia de una reclamación contra el instrumento 
de las descritas en la sec. 606 de este título, y (vi) sin tener aviso 
de que una parte tenga una defensa o reclamación de 
resarcimiento de las descritas en la sec. 605(a) de este título. 

19 L.P.R.A. § 602(a). 

En cuanto a la cesión de este tipo de instrumentos, la referida ley 

dispone lo siguiente:  

[…] 

c) A menos que se acuerde otra cosa, si se cede un 
instrumento por valor y el cesionario no se convierte en un 
tenedor por la falta de endoso del cedente, el cesionario 
tiene el derecho de exigir específicamente el endoso 
incondicional del instrumento por el cedente, pero la 
negociación del instrumento no ocurrirá hasta tanto el 
endoso se haya realizado.  

19 L.P.R.A. § 553(c).  

 
En la Sección 2-204. la Ley Núm. 208-1995 se define también lo 

que es un endoso de la siguiente manera:  

[s]ignifica una firma, que no sea la de un signatario como 
firmante, o aceptante, que por sí sola o acompañada de otras 
palabras se añade en un instrumento con el propósito de: (1) 
negociar el instrumento, (2) restringir el pago del instrumento, o 
(3) incurrir en la responsabilidad del endosante respecto al 
instrumento, pero independientemente de la intención del 
signatario, una firma y las palabras que la acompañen es un 
endoso a menos que las palabras que acompañen la firma, los 
términos del instrumento, el lugar donde está la firma u otras 
circunstancias no ambiguas indiquen que la firma fue puesta con 
un propósito distinto al de un endoso.  

19 L.P.R.A. § 554(a).  

 

Se considera un endoso especial cuando “el tenedor del 

instrumento hace un endoso, sea este pagadero a una persona 

identificada o al portador; y el endoso identifica una persona a quien será 
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pagadero el instrumento”. 19 L.P.R.A. § 555. Esta disposición aclara que 

cuando haya un endoso especial, el instrumento solamente podrá 

negociarse mediante el posterior endoso de la persona a favor de quien 

se hizo el endoso especial previo.  

 La Ley de Transacciones Comerciales también regula las defensas 

que un obligado puede interponer al tenedor de un instrumento que lo 

presenta a su cobro. Expresamente provee que el derecho a exigir el 

cumplimiento de la obligación de pago contraída por una parte en un 

instrumento negociable, presentado al cobro por un tenedor de buena fe, 

está sujeto únicamente a las defensas de: “(i) la minoría de edad del 

deudor en la medida que sea una defensa contra un contrato simple, (ii) 

coacción, falta de capacidad legal o ilegalidad de la transacción que, bajo 

otra ley, anula la obligación del deudor, (iii) fraude que indujo al deudor a 

firmar el instrumento sin tener conocimiento ni oportunidad razonable de 

saber el carácter o los términos esenciales del instrumento, o (iv) la 

liberación del deudor en un procedimiento de insolvencia”. 19 L.P.R.A. 

sec. 605(a)(1).  

Es decir, el deudor “no está obligado a pagar el instrumento si la 

persona que está exigiendo el cumplimiento del instrumento no tiene los 

derechos de un tenedor de buena fe y el deudor prueba que el 

instrumento es uno perdido o robado”. 19 L.P.R.A. sec. 605(c). Esto es 

así, porque el tenedor de buena fe recibe el instrumento exento de 

reclamaciones, salvo las que atañen al instrumento mismo. Silva v. 

D.G.S.T. Two, Inc., 113 D.P.R. 747, 749 (1983). Dentro del tema de los 

instrumentos negociables, es importante mencionar que el instrumento 

conocido como pagaré queda negociado por el endoso del tenedor, y se 

completa con la entrega. Id. La importancia de ese hecho radica en que la 

mera entrega sin endoso lo que crea es una cesión, no una negociación. 

En ese sentido, el Tribunal Supremo expresó que “el cesionario de un 

documento no cualifica como tenedor de buena fe por derecho propio y, 
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siendo así dicho cesionario está sujeto a todas las defensas que puedan 

tener las partes precedentes en el documento”. Id. 

La cesión de créditos es un negocio jurídico celebrado por el 

acreedor “cedente” con otra persona denominada “cesionario”, por virtud 

del cual el primero le transmite al último la titularidad del derecho del 

crédito cedido. De esa forma el tercero cesionario sustituye al acreedor 

original y se convierte en el titular activo de la obligación. Con la 

transmisión, el cesionario se pone en la misma posición y relación 

obligatoria con respecto al deudor y ostenta todos los derechos 

principales y accesorios.  Cód. Civil P.R., Art. 1418, 31 L.P.R.A. § 3943; 

Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 D.P.R. 707, 717 (1993); IBEC v. 

Banco Comercial, 117 D.P.R. 371, 376 (1986).  

En el ámbito de la industria bancaria y financiera existen varias 

agencias reguladoras que podrían intervenir en negocios jurídicos en los 

que se concretiza la cesión o transferencia de derechos y obligaciones. 

Entre esas agencias reguladoras que el Congreso de los Estados Unidos 

de América estableció para reglamentar la industria bancaria y financiera 

en territorio estadounidense destaca la Federal Deposit Insurance 

Corporation (referida antes como FDIC). Véase, Ponce Fed. Bank v. 

Chubb Life Ins. Co., 155 D.P.R. 309 (2001).  

Así, por mandato del Financial Institutions Reform, Recovery, and 

Enforcement Act of 1989, Pub. L. No. 101–73 (en adelante, FIRREA), se 

le confirió al FDIC autoridad para actuar como síndico (receiver) de 

instituciones bancarias insolventes (failed institutions). 12 U.S.C. § 

1819(a). FIRREA dispone, además, que “[w]henever the authority having 

supervision of any insured State depository institution appoints a 

conservator or receiver for such institution and tenders appointment to the 

Corporation, the Corporation may accept such appointment”. 12 U.S.C. § 

1821(c)(3)(A).  

La Sección 1821(d)(2) de FIRREA establece los poderes generales 

concedidos al FDIC para actuar en su capacidad de síndico (receiver). 
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Esta disposición dispone que al actuar como síndico, el FDIC se convierte 

en sucesor de los derechos, obligaciones, créditos, poderes, activos, etc. 

de la institución fallida. 12 U.S.C. § 1821(d)(2)(A). Esta corporación 

también tiene la potestad de administrar los activos de la institución 

asegurada, de exigir el cobro de las deudas contraídas a favor de la 

institución fallida y conservar los activos y propiedades de tal organismo. 

12 U.S.C. § 1821(d)(2)(B). Asimismo, tiene la potestad de transferir a otro 

organismo los activos y derechos adquiridos originalmente por la 

institución fallida. 12 U.S.C. § 1821(d)(2)(G). Es decir, FIRREA autorizó al 

FDIC a suscribir “purchase and assumption transactions” con otras 

instituciones bancarias para que estas adquieran activos y asuman las 

deudas y obligaciones del banco insolvente. 12 U.S.C. § 1823(b)(E)(iii). 

La subscripción de estos contratos se hace generalmente mediante la 

transferencia de carteras de activos por un precio alzado, con el fin de 

acelerar la liquidación de la institución fallida y restablecer la confianza 

pública en la actividad bancaria.  

- B - 

 Examinados los documentos que obran en el expediente y 

atendidas las expresiones del Tribunal de Primera Instancia respecto al 

examen de los pagarés cuyo pago se reclama, concluimos que estos 

instrumentos fueron válidamente cedidos, tienen sus respectivos endosos 

a favor de Scotiabank y están libres de impugnación por los fundamentos 

presentados por las apelantes. Como pagarés al portador pueden 

presentarse al cobro y no necesitan requisitos notariales especiales para 

ese propósito.  

 De otra parte, no derrotaron las apelantes las premisas fácticas de 

las que parte la demanda de autos. Advertimos que tanto la solicitud de 

sentencia sumaria como la oposición presentada debían cumplir con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil. 

No refutaron adecuada y efectivamente las apelantes los hechos no 

controvertidos que presentó Scotiabank en su solicitud de sentencia 
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sumaria. De hecho, las determinaciones de hechos de la sentencia 

apelada, que acogemos como nuestras, permitían dictar la sentencia por 

la vía de apremio, pues los hechos esenciales quedaron probados de 

manera preponderante. Así, surgen del expediente los siguientes hechos 

no controvertidos por las partes apelantes: 

1. La parte demandante Scotiabank es una institución bancaria 

organizada y existente bajo las leyes de Puerto Rico, con 

oficinas principales en Hato Rey, San Juan, P.R. 

2. La parte codemandada Husky, Inc. es una corporación 

doméstica con fines de lucro organizada y existente bajo las 

leyes de Puerto Rico con oficinas en Gurabo, P.R.20 

3. La parte codemandada Christian Elderly Home, Inc. es una 

corporación doméstica con fines de lucro organizada y 

existente bajo las leyes de Puerto Rico con oficinas en 

Gurabo, P.R.21 

4. El 26 de mayo de 2006 Husky, Inc., a través de su Presidente 

Edgardo R. García, suscribió un contrato de préstamo titulado 

“Credit Agreement” (línea de crédito) ante notario público, 

Rodney Colón Ortiz, mediante el cual R-G Premier, conforme 

a las disposiciones del contrato acordó concederle a Husky, 

Inc. un préstamo hipotecario por la suma principal de 

$4,796,200.00, préstamo núm. 1600430662, por un término 

de sesenta (60) meses. 

5. Como parte de ese mismo contrato, en esa misma fecha, la 

codemandada Christian Elderly Home, Inc., acordó garantizar 

solidariamente el pago de la obligación asumida por Husky, 

lnc., con R-G Premier Bank en el “Credit Agreement”. Esto, 

mediante la cláusula 9.1 la cual disponía lo siguiente: “[E]ach 

of the guarantors hereby jointly and severally guarantees to 

Bank, as primary obligor and not surety, the prompt payment 

of the obligations in full when due...”. 

6. El 26 de mayo de 2006 Husky, lnc., suscribió ante notario 

público un documento denominado “Term Note” (pagaré) por 

la suma principal de $4,796,200.00 con intereses y pagadero 

según el “Credit Agreement”. 

7. El 26 de mayo de 2006 Husky, Inc. y R-G Premier Bank 

subscribieron ante [el] notario público, Rodney Colón Ortiz, [la] 

Escritura Núm. 32 “Acta de Reconocimiento de Subsistencia 

de Hipotecas” en la que en la cual (sic) se hace constar que 

Husky, lnc. entregó en prenda a R-G Premier Bank un total de 

siete (7) pagarés hipotecarios. Además Husky, lnc. hizo 

constar que las hipotecas que garantizaban dichos pagarés se 

mantenían subsistentes. 

8. Dichos pagarés hipotecarios afectaban y gravaban la 

propiedad: Finca Número 1427 inscrita al folio 152 tomo 39 de 

                                                 
20

 Los incorporadores de Husky, Inc. (87853) fueron los señores Emilio García Santos, 
Oscar García Rosario y Edgardo García Rosario. La corporación fue cancelada el 16 
de abril de 2014.  

21
 El señor Edgardo García aparece como incorporador y agente residente de Christian 
Elderly Home, Inc. (115824), que fue cancelada el 18 de octubre de 2014. El 13 de 
mayo de 2015, una entidad fue incorporada bajo el mismo nombre por el señor 
Edgardo García, quien funge como incorporador y agente residente. 
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Gurabo, inscrita en el Registro de la Propiedad de Caguas 

Sección II. 

9. El 26 de mayo de 2006 Christian Elderly Home, Inc. y R-G 

Premier Bank subscribieron ante [el] notario público, Rodney 

Colón Ortiz, [la] Escritura Núm. 33 “Acta dc Reconocimiento 

de Subsistencia de Hipotecas” en la que en la cual (sic) se 

hizo constar que Husky, Inc. entregó en  prenda a R-G 

Premier Bank un total de dos (2) pagarés hipotecarios. 

Además Husky, lnc., hizo constar que las hipotecas que 

garantizaban dichos pagarés se mantenían subsistentes. 

10. Dichos pagarés hipotecarios afectaban y gravaban la 

propiedad: fincas 9301, 9302, 9303, 9304, 9305, 9306, 9307, 

9308, 9294, 10468, y 10469, inscritas [en el] Registro de la 

Propiedad de Guayama. 

11. El 31 de julio de 2008 las partes antes mencionadas 

modificaron el contrato de préstamo mediante, “First 

Amendment to Credit Agreement” a los efectos de aumentar la 

cantidad de principal, a dicha fecha, de $4,727,328.60 a 

$4,777,328.60 y extender la fecha de vencimiento a 26 de 

agosto de 2011 y modificar la forma de pago a uno por 

término 36 meses de pagos de $34,861.90 mensuales y un 

pago final “balloon” por la suma principal de $4,615,460.26 

más intereses el 26 de agosto de 2011. El referido contrato 

fue suscrito por dichas partes en tal fecha [ante el] notario 

público, Luis Nolla Villa.  

12. El 31 de julio de 2008 Husky, lnc., suscribió ante notario 

público otro “Term Note” (pagaré) pagadero a favor de R-G 

Premier por la suma principal de $4,796,200.00 con intereses 

y pagadero según acordado en el contrato “First Amendment 

to Credit Agreement”. 

13. El pagaré de 26 de mayo do 2006 y el pagaré de 31 de julio 

de 2008 indicaban y disponían lo siguiente: “...upon the 

ocurrence of any one or more of the events of Default 

specified in the Agreement, all amounts then remaining unpaid 

under this note shall become immediately due and payable...”. 

14. El 8 de marzo de 2010 y el 28 de abril de 2010 R-G Premier 

Bank envió cartas a Husky, Inc. en las que le notificaba que el 

préstamo “Credit Agreement” se encontraba vencido y exigible 

por falta de pago. 

15. El 30 de abril de 2010 la Oficina del Comisionado de 

Instituciones Financieras cerró las operaciones de R-G 

Premier Bank of Puerto Rico y conforme a las disposiciones 

aplicables de ley y el Federal Deposit Insurance Corporation 

(FDIC) fue nombrado como síndico de R-G Premier Bank of 

Puerto Rico. 

16. Mediante “Purchase and Assumption Agreement” el 30 de 

abril de 2010 Scotiabank adquirió ciertos activos del FDIC en 

su capacidad de síndico de R-G Premier Bank y como 

institución gubernamental y asumió depósitos y obligaciones 

de RG-Premier. 

17. Entre los activos adquiridos, Scotiabank adquirió el préstamo 

otorgado a Husky, Inc. y aquí antes mencionado, préstamo 

núm. 1600430662. 

18. Los pagarés que evidenciaban la deuda de Husky, Inc., para 

con R-G Premier Bank fueron endosados a favor de 
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Scotiabank quien es el tenedor de buena fe de los mismos y 

los mantiene en su posesión.   

 Procedía la sentencia sumaria a favor de Scotiabank en los 

términos dictados por el Tribunal de Primera Instancia.  

 Por último, resolvemos que no se requería descubrimiento de 

prueba para aclarar o refutar tales hechos. Las defensas y alegaciones de 

la reconvención, sobre actos no imputables a Scotiabank y que no son 

inherentes a la deuda, son ajenos a este proceso. Véase, además, en 

cuanto a las alegadas actuaciones dolosas de RG Premier Bank, lo 

resuelto en D'Oench, Duhme & Co., Inc. v. FDIC, 315 U.S. 447 (1942). 

Así disponemos de los demás señalamientos hechos en el único error 

presentado en el recurso.  

V 

 Por los fundamentos expresados, los cuales hacemos formar parte 

de este dictamen, se confirma la sentencia apelada en todas sus partes.

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

    DIMARIE ALICEA LOZADA 
       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


